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I.
RESUMEN

1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Comisión”, “Comisión Interamericana” o “CIDH”) recibió el 15 de octubre de 2003 una petición presentada por José Gabriel Bastidas Salcido (en adelante “peticionario”), en contra de los Estados Unidos Mexicanos (en adelante “Estado” o “Estado mexicano” o “México”), en la cual se alega que los derechos humanos de María Elena Macedo García viuda de Uribe, (en adelante “presunta víctima”), habrían sido violados por la inejecución de dos sentencias judiciales derivadas de un juicio de amparo (89/80) y un recurso de queja (3/83), emitidas a nivel interno que restituyen a la presunta víctima unos predios ubicados en el Distrito Federal.
2. El peticionario alega que el Estado mexicano es responsable por la violación de los derechos a la propiedad privada (artículo 21), a las garantías judiciales (artículo 8), a la protección judicial (artículo 25) y al derecho de una indemnización (artículo 10), consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención” o “la Convención Americana”), en concordancia con la obligación general del artículo 1.1 del citado instrumento internacional. Señala que agotaron los recursos disponibles a nivel interno.
3. Por su parte, el Estado sostiene que la petición debe ser declarada inadmisible porque de los hechos no se desprenden violaciones a los derechos humanos bajo la Convención Americana. Agrega asimismo que la petición se presentó fuera de plazo y que el peticionario busca que la Comisión se convierta en un tribunal de cuarta instancia.
4. Tras examinar las posiciones de las partes, la Comisión concluye que es competente para conocer la petición bajo análisis y que el caso es inadmisible, a la luz de los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. La Comisión decidió igualmente notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos. 
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. El 15 de octubre de 2003 la Comisión recibió la petición y le asignó el número 859-03. El 16 de diciembre de 2003, transmitió las partes pertinentes de la petición al Estado, solicitándole que dentro del plazo de dos meses, presentara su respuesta, de conformidad con lo establecido en el artículo 30.2 del Reglamento de la CIDH. La respuesta del Estado fue recibida el 5 de mayo de 2004. Dicha comunicación fue debidamente trasladada al peticionario.
6. Además, la CIDH recibió información del peticionario el 25 de junio de 2004, 7 de abril de 2005, 27 de julio de 2005, 5 de septiembre de 2006, 1 de diciembre de 2006, 4 de abril de 2007, 22 de mayo de 2007, 8 de febrero de 2008, 19 de julio de 2010,  11 de marzo de 2011. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado. 
7. Asimismo, recibió información del Estado el 21 de mayo de 2004, 22 de septiembre de 2004, 28 de junio de 2005, 3 de julio de 2006, 1 de mayo de 2007, 27 de diciembre de 2007, 1 de noviembre de 2010.  Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al peticionario. 

III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A.
El peticionario
8. El peticionario señala que la presunta víctima junto con su fallecido esposo, Rafael Uribe Alvarez, son propietarios de dos lotes con una superficie conjunta de 377,000 metros cuadrados ubicados en Calzada de las Bombas, sin número, Villa Coapa, Distrito Federal. Indica que en el año 1979, el Sr. Rafael Uribe fue acusado de diversos delitos por la empresa Fraccionadora Cafetales y como consecuencia de ello fue encarcelado por los delitos de despojo, falsificación de documentos y fraude de los predios de su propiedad (proceso penal 302/79). Asimismo fue desposeído de dichos predios.

9. Presentó un recurso de amparo y en ejecutoria dictada el 22 de agosto de 1980 en el juicio 89/80  se le concedió el amparo y protección en relación con el delito de despojo. Respecto de los delitos de fraude y falsificación de documentos manifiesta que la Sala del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal estimó que nunca existieron, decretó su absolución y ordenó en forma irrevocable su libertad. Alega que ante el incumplimiento de la ejecutoria, el Sr. Uribe interpuso recurso de queja (5/83). El 29 de agosto de 1983, el H. Primer Tribunal Unitario del Primer Circuito ordenó al Juez responsable que restituya al Sr. Uribe en la posesión de los predios para que la sentencia de amparo quedase cumplida. Específicamente, que se nulifique el acuerdo de 15 de mayo de 1980 dictado por el Juez en el proceso 302/79 y la diligencia que practicó respecto de la restitución a favor de Fraccionadora Cafetales de la posesión de los inmuebles que constituyeron la materia de litis. 

10. En un intento por impedir el cumplimiento de la ejecutoria mencionada, la empresa fraccionó y vendió los predios cuya restitución había sido ordenada, e interpuso un recurso de queja  (21/83) que fue declarada infundada el 18 de febrero de 1984. También indica que la Asociación de Adquirientes y Residentes de la Fraccionadora Cafetales interpuso recurso de queja en contra la sentencia dictada en el juicio 89/80 que fue declarada improcedente el 27 de abril de 1984.

11. Señala que el juez responsable se negó a restituir la posesión, por lo que Rafael Uribe solicitó al Juez Quinto Penal que se sustituyera al juez responsable y diera cumplimiento a la sentencia, a lo que el Juez Quinto respondió enviando  de oficio a la Suprema Corte un Incidente de Inejecución de Sentencia derivada del juicio de amparo 89/80 que se tramitó en la Segunda Sala de la Suprema Corte (73/95).
12. En la Suprema Corte, se turnó el asunto el 3 de julio de 1995 al Ministro Juan Díaz Romero, a fin de que formule el proyecto respectivo. Se elaboró un proyecto que fue desestimado por la Segunda Sala y posteriormente se formuló el segundo proyecto que demoró varios años contrario al plazo de ley que es de 15 días. Alega que la Segunda Sala de la Suprema Corte el 26 de enero de 2001 determinó la necesidad de que los autos volvieran al Juzgado de Distrito para que las autoridades manifiesten y demuestren con pruebas idóneas, los impedimentos materiales y jurídicos que tengan para no cumplirla, abriendo una nueva instancia en forma totalmente oficiosa, infundada e ilícita. Con lo cual se remitió el expediente al Juzgado Tercero de procedimientos penales, antes Quinto de Distrito en Materia Penal del Distrito Federal. La Juez Titular del Juzgado Tercero en resolución de fecha 18 de mayo de 2001 determinó en violación a todas las leyes de amparo, que no era posible cumplir con la sentencia de amparo “por haber cambiado de situación jurídica y existe imposibilidad física y legal para ejecutarse”. 

13. Los peticionarios indican que dichos argumentos son ilícitos dado que conforme a la Constitución y Ley de Amparo no existe ni puede existir cambio de situación jurídica respecto de las ejecutorias dictadas en los juicios de amparo. Asimismo, los cambios de situación real y no jurídica operados en los predios  no pueden influir en el cumplimiento de éstas. Con lo cual, a la fecha, no se ha restituido a la presunta víctima en sus predios con el pretexto que se vendieron a terceras personas y se efectuaron construcciones en los mismos.

14. Finalmente alega que solicitó el 16 de agosto de 2003 en los autos del juicio de amparo 89/80 el cumplimiento sustituto de la sentencia de amparo para que se le indemnizara por la inejecución de las sentencias dictadas en el juicio de amparo (89/80) de amparo y queja (5/83), solicitud que fue denegada el 21 de agosto de 2003 sin motivación ni fundamentación.

B. 
El Estado 

15. El Estado alega que la petición debe ser declarada inadmisible porque la presunta víctima no habría demostrado que se hayan vulnerado derechos humanos contemplados en la Convención Americana y busca que la CIDH se constituya en una cuarta instancia. 
16. Sostiene que el Sr. Rafael Uribe argumentó haber celebrado un contrato de compraventa verbal en 1953 con Carmen Sánchez Vda. de Algara por los terrenos ubicados en Coapa, Distrito Federal. Argumentó que en 1971 regularizó la situación de los mismos y recibió copias certificadas de las sentencias de los juicios civiles de prescripción positiva 301/91 y 302/71 en donde figuraba como propietario de los terrenos en disputa.

17.  Posteriormente enfrentó un juicio penal ante el Juzgado Sexto Penal del Distrito Federal, por los delitos de fraude, uso de documento falso y despojo por la enajenación de los terrenos mencionados en agravio de la empresa Fraccionadora Cafetales S.A. Dicha sociedad fraccionó y vendió a particulares los terrenos que la presunta víctima reclama como suyos, que se encuentran ubicados en Coapa, Distrito Federal.

18. Debido a las acusaciones en su contra, el juez de la causa penal 302/79 dictó auto formal de prisión por los delitos mencionados, que fue confirmado en apelación por la Sexta Sala del Tribunal Superior de Justicia.  El Estado alega que Rafael Uribe interpuso juicio de amparo indirecto 89/80 ante el Juez Quinto de Distrito en Materia Penal del Distrito Federal (ahora Juzgado Tercero de Procesos Penales Federales en el Distrito Federal), que en su sentencia negó  el amparo respecto del auto formal de prisión por el delito de fraude debido a que sí se acreditaron el cuerpo del delito y su probable responsabilidad, y concedió el amparo respecto de delitos de uso de documentos falsos y despojo. Frente a la sentencia de amparo, el Sr. Uribe interpuso recurso de revisión y el Tribunal Colegiado del Primer Circuito en Materia Penal declaró el 24 de noviembre de 1981 el juicio sobreseído porque la situación de  la presunta víctima había cambiado de procesado a sentenciado.
19. Dentro de la causa penal por el delito de fraude, el Sr. Rafael Uribe fue declarado penalmente responsable el 5 de marzo de 1981 a 4 años de prisión y a pagar una multa y se ordenó la restitución de la posesión a Fraccionadora Cafetales S.A. El Sr. Uribe recurrió dicha sentencia y logró  su libertad debido a lo que el Estado describe como una falla técnica en el procedimiento, consistente en que el agente del Ministerio Público consignó al Sr. Uribe por el delito de fraude específico y el juez de la causa lo procesó por el delito de fraude genérico. El Estado aclara que esa falla técnica no significa que el Sr. Uribe no haya sido culpable del delito por el cual se condenó.
20. El Estado indica que el 15 de abril de 1983, el Sr. Uribe solicitó al Juez Quinto de Distrito en Materia Penal en el Distrito Federal, que en ejecución de la sentencia de amparo 89/80, solicitara al juez de la causa penal 302/79 se le restituyera en la posesión de los predios, solicitud que fue rechazada ya que había sido declarado penalmente responsable del delito de fraude y la reparación del daño consistió  en la restitución de los terrenos de los hechos delictuosos.
21. Por lo anterior interpuso la queja 5/83 que fue declarada fundada el 29 de agosto de 1983 por el entonces Tribunal Colegiado del Primer Circuito en materia penal bajo el argumento que si se concedió el amparo por los delitos de uso de documento falso y despojo, no sólo debió nulificarse el auto formal de prisión sino también los actos subsecuentes como la resolución del Juez Sexto Penal que ordenó la restitución de la posesión a Fraccionadora Cafetales S.A de los predios, y la diligencia efectuada para otorgarla. El Estado manifiesta que el citado Tribunal no estudió la naturaleza de los derechos posesorios del Sr. Uribe. Para cumplir con la queja 5/83, el Juez Sexto Penal, mediante diligencia de fecha 10 de octubre de 1983, se constituyó en los predios encontrándolos con construcciones habitadas, con lotes, áreas verdes, etc, por lo que se asentó como impedimento material para determinar la exactitud de los inmuebles.

22. El Estado alega que por otro lado, el Juez Trigésimo Noveno de lo Penal del DF,  informó al Presidente de la Suprema Corte que el 10 de octubre de 1983 se había levantado un acta en la que constaba la imposibilidad de cumplir con la resolución de la queja No. 5/83 en relación con el proceso 302/79 con base en el amparo 89/80. Asimismo, que existe copia de la sentencia definitiva en el juicio ordinario civil 5138/79  en la que el Juez Vigésimo Cuarto de lo Civil, declaró nula la copia certificada falsa de la sentencia del supuesto juicio ordinario civil promovido por Rafael Uribe en contra de Carmen Sánchez vda. de Algara (302/71). Dicha sentencia fue apelada por Rafael Uribe mediante tocas 973/80 y 979/80 y se confirmó la resolución en primera instancia.

23. El Sr. Uribe hizo valer el incidente de inejecución de sentencia 73/95 (refiriéndose al amparo 89/80 y la queja 5/83) ante la Segunda Sala de la Suprema Corte. La Suprema Corte ordenó el 26 de enero de 2001 la devolución de los autos del juicio de amparo al Juzgado Quinto de distrito, para que las autoridades responsables fundaran los obstáculos materiales y jurídicos que argumentaron para el cumplimiento de la ejecutoria de amparo. El Juez Tercero de Procesos Penales Federales en el Distrito Federal resolvió el 18 de mayo de 2001 que las autoridades responsables demostraron la existencia de causas de imposibilidad material y jurídica que impidieron cumplimentar la sentencia de amparo. Específicamente, en su razonamiento, el Juez hizo referencia a la sentencia 302/71 dictada en el juicio ordinario civil promovido por Fraccionadora Cafetales contra el Sr. Uribe, en la que se acreditó que el título de propiedad de los terrenos en disputa pertenecían a la empresa Fraccionadora Cafetales y se determinó que el título que pretendieron justificar las presuntas víctimas era apócrifo. Dicha sentencia fue confirmada mediante toca 973/80 por la Cuarta Sala en Materia Civil del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal. 
24. Frente a dicha sentencia la presunta víctima planteó el 10 de agosto de 2001 dos recursos de queja 361/2001 y 351/2002 que fueron declarados improcedentes el 29 de noviembre de 2002, con lo cual, la sentencia interlocutoria de 18 de mayo de 2001 adquirió firmeza. El 28 de febrero de 2003, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación declaró sin materia el incidente de inejecución de sentencia.

25. En agosto de 2003  la presunta víctima presentó un recurso ante el Juzgado Tercero de Distrito de Procesos Penales Federales en el Distrito Federal para que “se diera por cumplida la ejecutoria mediante el pago de los daños y perjuicios que su representada ha sufrido”, que fue declarada improcedente el 21 de agosto de 2003. En contra de dicha resolución se presentó un nuevo recurso de queja que fue rechazado. En resumen, las ejecutorias dictadas en el juicio de amparo 89/80 y queja 5/83 quedaron anuladas con motivo de que se declaró que no existe materia para su ejecución. 

26. El Estado indica que el Sr. y la Sra. Uribe tuvieron acceso a todos los recursos adecuados para proteger su caso, pero al haberse agotado no fueron resueltos a su favor ya que se comprobó que el Sr. Uribe utilizó documentos falsos para inscribir los predios a su nombre, lo cual no quiere decir que los recursos no fueron efectivos.

27. Respecto al agotamiento de los recursos internos, el Estado sostiene que los peticionarios agotaron todos los recursos internos que la legislación provee. Respecto del plazo de presentación, el  Estado indica que la última resolución de las autoridades judiciales mexicanas tuvo lugar el 28 de febrero de 2003 y los peticionarios acudieron al sistema interamericano el 2 de octubre de 2003, 7 meses y 2 días después de la notificación sobre el agotamiento, por lo que este requisito no se habría cumplido. Asimismo, el Estado sostiene que la petición debería ser declarada inadmisible porque el peticionario busca que la CIDH se convierta en una cuarta instancia con el fin de revisar las sentencias que la presunta víctima estima le afectaron en sus derechos.
IV.
ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A. Competencia de la Comisión ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci
28. El peticionario se encuentra facultado, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presunta víctima a María Elena Macedo García viuda de Uribe, respecto de quien el Estado de México se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que México es un Estado parte en la Convención Americana desde el 24 de marzo de 1981, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación, respectivamente. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana, que habrían tenido lugar dentro del territorio de México, Estado Parte en dicho tratado.  
29. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana. 

B. Agotamiento de los recursos internos y caracterización de los hechos
30. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. El artículo 47.b) del mismo instrumento establece que la Comisión declarará inadmisible una petición cuando en ella no se expongan hechos que tiendan a caracterizar una violación a derechos garantizados en la Convención.
31. Para efectos del agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna, la Comisión observa que los presuntos hechos que dieron lugar a la presente petición se relacionan con la respuesta del Estado a través del poder judicial. Cabe señalar que no existe controversia entre las partes respecto del agotamiento de los recursos internos. Más específicamente, el Estado no ha planteado la existencia de otros recursos idóneos cuyo agotamiento sería necesario. Con base en el análisis de la información presentada por las dos partes, la Comisión encuentra que la presunta víctima invocó los recursos a su alcance, siendo el último recurso presentado la solicitud de daños y perjuicios en agosto de 2003 y declarada improcedente el 21 de agosto de 2003. 

32. En consecuencia, la Comisión Interamericana verifica que se han agotado los recursos previstos por la legislación mexicana y determina que la petición analizada cumple el requisito exigido en el artículo 46.1.a de la Convención.

2.
Plazo de presentación de la petición

33. Con relación al requisito contemplado en el artículo 46.1.b de la Convención, conforme al cual la petición debe ser presentada dentro del plazo de seis meses a partir de que la víctima sea notificada de la decisión definitiva que haya agotado los recursos internos, el  Estado indica que la última resolución de las autoridades judiciales mexicanas tuvo lugar el 28 de febrero de 2003 y los peticionarios acudieron al sistema interamericano el 2 de octubre de 2003, 7 meses y 2 días después de la notificación sobre el agotamiento, por lo que este requisito no se habría cumplido. 
34. Al respecto, la CIDH observa que si bien la resolución que hace referencia el Estado de fecha 28 de febrero de 2003 declaró sin materia el incidente de inejecución de sentencia, ambas partes hacen referencia a los recursos posteriores interpuestos a nivel interno que tenían por objeto dar por cumplida la ejecutoria a través del pago de daños y perjuicios, y que fueron declarados improcedentes mediante resolución de fecha 21 de agosto de 2003 emitida por el Juzgado Tercero de Distrito de Procesos Penales Federales en el Distrito Federal. La petición aquí analizada fue recibida el 15 de octubre de 2003. Por tanto, se encuentra satisfecho el requisito establecido en el artículo 46.1.b de la Convención Americana.  
3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional
35. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención.
4.
Caracterización de los hechos alegados

36. A los fines de la admisibilidad, la CIDH debe decidir si los alegatos exponen hechos que podrían caracterizar una violación a la Convención Americana, según estipula su artículo 47.b, y si la petición es “manifiestamente infundada” o sea “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo. 

37. Conforme a la información presentada, la Comisión Interamericana observa que la presunta víctima tuvo acceso a los tribunales internos. Específicamente la CIDH observa que se siguieron procesos judiciales en contra del Sr. Uribe en lo penal y en lo civil. En el ámbito penal al Sr. Uribe le fue concedido un recurso de amparo 89/80 frente al auto formal de prisión por los delitos de uso de documento falso y despojo. En ejecución de la sentencia solicitó al Juez Quinto de Distrito se le restituyera en la posesión de los predios que le habrían sido despojados, recurso que fue negado. Frente a dicha situación presentó la queja 5/83 ante el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, la cual mediante resolución de 29 de agosto de 1983 la declaró fundada.
38. Por otro lado, de los documentos aportados por las partes se desprende que en el juicio ordinario civil 5138/79 promovido por Fraccionadora Cafetales contra el Sr. Uribe, el Juez Vigésimo Cuarto de lo Civil emitió sentencia declarando nula la copia certificada de la sentencia del juicio ordinario civil de prescripción promovido por Rafael Uribe en contra de Carmen Sánchez vda. de Algara (302/71) en la que se reconocía la propiedad de los terrenos de disputa al Sr. Uribe. Dicha sentencia fue apelada mediante expedientes 973/80 y 979/80 que confirmaron la sentencia reconociendo la propiedad legal a Fraccionadora Cafetales S.A. desde 1978. Asimismo se ordenó la cancelación total de las inscripciones de propiedad efectuadas por Rafael Uribe respecto de los terrenos materia de disputa. Con lo cual las autoridades judiciales determinaron que las autoridades responsables demostraron la existencia de causas de imposibilidad jurídica para cumplir con la ejecutoria de amparo 89/80 y el recurso de queja 5/83, ya que había dejado de existir la causa que originaba la legitimación para reclamar los terrenos (la posesión adquirida por prescripción positiva). Consecuentemente, según lo establecido por las decisiones judiciales, la presunta víctima no tendría derecho alguno para la ejecución de un recurso de amparo sobre la posesión de un terreno que no sería de su propiedad.
39. Sobre tales planteamientos, la CIDH ratifica su doctrina según la cual no le corresponde reemplazar a las autoridades judiciales internas en la interpretación del alcance de las normas de derecho procesal y material aplicables
. La CIDH ha aseverado que no puede hacer las veces de un tribunal de alzada para examinar supuestos errores de derecho o de hecho que puedan haber cometido los tribunales nacionales dentro de los límites de su competencia
.

40. De este modo, la Comisión carece de competencia para sustituir su juicio por el de los tribunales nacionales sobre cuestiones que involucren la interpretación y explicación del derecho interno o la valoración de los hechos.  Por tanto, la protección judicial que reconoce la Convención comprende el derecho a procedimientos justos, imparciales y rápidos, que brinden la posibilidad, pero nunca la garantía de un resultado favorable
. Así, la interpretación de la ley, el procedimiento pertinente y la valoración de la prueba es, entre otros, el ejercicio de la función de la jurisdicción interna, que no puede ser remplazado por la CIDH
.

41. Con fundamento en las consideraciones anteriores, la CIDH concluye que las alegaciones y elementos de hecho aportados por los peticionarios no tienden a caracterizar la violación a derechos protegidos en la Convención Americana, por lo cual la denuncia no satisface el requisito previsto en el artículo 47.b) de dicho instrumento.    

V.
CONCLUSIONES

42. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión Interamericana concluye que la petición es inadmisible de conformidad con lo establecido en el artículo 47.b) de la Convención Americana, debido a que no expone hechos que constituyan violación alguna a los derechos protegidos por dicha Convención. 
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:

1. Declarar inadmisible la presente petición, conforme al artículo 47.b) de la Convención.
2. Notificar esta decisión a las partes. 

3. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión, el Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez, de nacionalidad mexicana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.
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� CIDH, Informe Nº 45/04, Petición 369-01, Inadmisibilidad, Luis Guillermo Bedoya de Vivanco, Perú, 13 de octubre de 2004, párr. 41; Informe Nº 16/03, Petición 346-01, Inadmisibilidad, Edison Rodrigo Toledo Echeverría, Ecuador, 20 de febrero de 2003, párr. 38; Informe Nº 122/01, Petición 15-00, Inadmisibilidad, Wilma Rosa Posadas, Argentina, 10 de octubre de 2001, párr. 10 e Informe Nº 39/96, Caso 11.673, Inadmisibilidad, Santiago Marzioni, Argentina, 15 de octubre de 1996, párr. 71.


� CIDH Informe No. 39/96, Caso 11.773, S. Marzioni, Argentina, 15 de octubre de 1996, Informe No. 48/98, Caso 11.403, Carlos Alberto Marín Ramírez (Colombia), 29 de septiembre de 1998, párr. 42.


� CIDH, Informe No. 39/05 (Perú), Petición 792/01, Carlos Iparraguirre y Luz Amada Vásquez de Iparraguirre, 9 de marzo de 2005.
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